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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el actor, señor LUIS GONZAGA BUSTAMANTE MARÍN contra el fallo de tutela proferido el diecinueve (19) de julio de dos mil seis (2006) por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción presentada en contra de la Gobernación del Departamento de Risaralda.
2.- DEMANDA 

En breve escrito, señala el señor BUSTAMANTE MARÍN, que el día treinta y uno (31) de mayo de dos mil seis (2006) solicitó al señor Gobernador del Departamento de Risaralda, la revocatoria directa del Decreto 0334 del tres (3) de mayo último, sin que a la fecha de interposición de la demanda se le hubiera respondido tal petición, de conformidad con lo señalado en los artículos 23 de la Constitución y 6, 9 y 31 del Código Contencioso Administrativo.

Sobre el referido Decreto 0334/06, manifiesta que no se le concedieron los recursos de la vía gubernativa ni se le notificó personalmente, a pesar de venir perteneciendo al Consejo de Planeación desde el año 2001 y haber sido funcionario de la misma Gobernación.
Solicita del Juez Constitucional, la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso.
3.- FALLO 

Previa vinculación al trámite y obtención de la pertinente respuesta por parte de la Gobernación de Risaralda a través de apoderado, el señor Juez de primer grado, decidió conceder el amparo en lo que hacía con el derecho de petición pero negarlo en lo concerniente con la garantía al debido proceso.

Para llegar a tal conclusión, se tuvo en cuenta que el Decreto 0517 del once (11) de julio del presente año -proferida luego de haber sido trabado el contradictorio-, con el cual se había pretendido responder a la petición hecha por el señor BUSTAMANTE MARÍN, resolvió lo concerniente con una impugnación a manera de reposición. No obstante para el Despacho, ese acto administrativo no podía aceptarse como una adecuada respuesta a la petición de revocatoria directa que había hecho el accionante.

No era por tanto la revocatoria directa, igual al recurso de reposición, porque la primera tiene unas causales específicas contenidas en el artículo 69 del C.C.A., al poder solicitarse en cualquier tiempo (art. 71); mientras los recursos, entre ellos el de reposición entendido como la manifestación de inconformidad con el pronunciamiento del funcionario, no tiene causales específicas de procedencia, debe interponerse dentro de unos precisos términos y por demás, puede llegar a excluir a la revocatoria directa, toda vez que esta última se torna improcedente cuando se ha agotado la vía gubernativa (Art. 70).

Desestimó por tanto el argumento de la representante de la Gobernación de Risaralda, en cuanto afirmaba que el actor confundía las dos figuras jurídicas, con fundamento en lo expresado en el escrito de demanda cuando expresó que no se le había dado oportunidad de agotar la vía gubernativa.

Consideró entonces, que el derecho de petición conllevaba una respuesta oportuna, independiente del sentido positivo o negativo de la misma. La contestación debía referirse a lo que se pedía y no a cosa distinta. En ese entendido, estimó vulnerada tal garantía por parte de la entidad accionada debido a que no se había dado una respuesta oportuna y adecuada, en la forma prevista por la Ley. Así las cosas, ordenó al señor Gobernador del Departamento que dentro de un término de cuarenta y ocho (48) horas resolviera de fondo la petición de revocatoria directa del Decreto 0334 del tres (3) de mayo del corriente año.
En lo que hacía con la prerrogativa fundamental al debido proceso, conceptuó que en la expedición y trámite posterior del citado decreto, se observaron las ritualidades propias del acto administrativo y se notificó en debida forma. Aunque el actor afirmaba no haber sido citado para recibir tal notificación, no entregó prueba al respecto, mientras la apoderada de la Gobernación indicó en términos precisos cuándo, cómo y a través de qué medio se le citó para notificar su contenido, incluso, indicó el número del radicado correspondiente a tal citación. 
4.- IMPUGNACIÓN

El actor, perfila su ataque contra la decisión adoptada, mediante la crítica de lo afirmado por la señora apoderada de la Gobernación de Risaralda al descorrer el traslado de la demanda presentada. Es así como frente a lo dicho en el sentido que fue renuente a recibir notificación personal del acto administrativo, manifiesta que la dirección utilizada en las presentes actuaciones es errada, tal como se ve en el acta de notificación del Decreto 517 de 2006, enviada a la Carrera 11 No. 6 b-10, cuando debería ser Carrera 11 No. 6 bE-10.
Critica también las consideraciones tenidas en cuenta en la motivación del Decreto 0334, porque se aplican erróneamente algunos artículos del Reglamento Interno del Consejo, como el referido a las sesiones ordinarias y extraordinarias, la composición del mismo, que según lo dispuesto en la Ordenanza 11 de 2004, debían ser 21, por tanto al reunirse solo 9 de ellos, no había quórum decisorio, para tomar determinaciones como la de su pérdida de la calidad de Consejero y Dignatario. Aduce también que las inasistencias injustificadas a tres (3) sesiones ordinarias no tienen asidero legal, no sólo porque el Reglamento Interno contempla sesiones ordinarias cada seis (6) meses, sino porque no fue convocado mediante los procedimientos que hasta esa fecha se venían presentando, lo cual dio origen a que el señor Gobernador incurriera en una falsa motivación para declarar la vacancia de su cargo. En cuanto al mismo Reglamento Interno, precisa que no había tampoco quorum calificado para reformarlo.

Como consecuencia de lo ocurrido, dado que se le califica como incumplido, se le está causando un agravio injustificado como Dignatario de la Confederación Comunal Nacional en el cargo de Secretario Ejecutivo de Planeación y Organización e integrante de la Comisión Pedagógica Nacional. Se le vulnera su credibilidad profesional y ética de la que ha gozado como profesional especializado y servidor público, como quiera que se ha desempeñado en diferentes cargos del ámbito territorial Departamental.

Se siguió refiriendo a lo concerniente con la revocatoria directa y las formas de notificación, para solicitar finalmente la revocación de los actos administrativos proferidos por la Gobernación, por una interpretación errónea del Reglamento Interno del Consejo Territorial del Planeación. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el accionante contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
5.1. Problema jurídico planteado.

Entiende la Sala que en calidad de Juez Constitucional de segunda instancia, debe verificar si en el presente evento, se presentó vulneración alguna del derecho fundamental al debido proceso, de conformidad con la impugnación hecha por el actor.

5.2. Solución.

El debido proceso, entendido como el cabal cumplimiento de las reglas de juego fijadas en todo procedimiento judicial o administrativo, es uno de los derechos principales que se pueden encontrar en un Estado Social de Derecho -como está organizado el nuestro- habida cuenta de estar incorporados a él el derecho de defensa y el derecho a controvertir las pruebas existentes. 
Es también connatural a esta garantía, la publicidad de las decisiones, es decir, que las mismas sean comunicadas debida y oportunamente a quienes puedan salir afectados, precisamente para brindar la oportunidad de ejercer el legítimo derecho de defensa y por supuesto, controvertir los medios probatorios que le sirvieron de fundamento.

En el presente evento, se sigue sosteniendo que la actuación surtida por parte de la Gobernación de Risaralda a propósito del trámite y notificación del acto administrativo que dispuso la desvinculación del accionante como miembro del Consejo Departamental de Planeación, en representación del Sector Comunitario, en el período que culmina en el año 2007, fue irregular.
Se ha pretendido demostrar que la dirección a la que se han enviado los comunicados pertinentes, es inexacta y que por tanto, no se recibió la citación para notificarse del contenido del Decreto 334 del tres (3) de mayo del presente año. Si se recibió o no tal citación, es aspecto que no puede dilucidar a ciencia cierta en este momento la Sala, sin embargo, es un hecho notorio que a pesar de haberse remitido una nueva citación a la misma e incorrecta dirección -esta vez para notificar el Decreto 517 del 11 de julio, que resolvía el “recurso de reposición” no interpuesto-, el destinatario BUSTAMANTE MARÍN en efecto la recibió, al punto que la misma fue anexada al presente trámite al sustentarse la impugnación. En esas condiciones, es evidente que la errada dirección no puede ser utilizada como argumento que demuestre fehacientemente que no se recibió la notificación aludida.
Contrario sensu, la apoderada de la Gobernación fue enfática en informar que el procedimiento de notificación se realizó de conformidad con los parámetros legales establecidos, al punto que describe el procedimiento interno realizado en esa dirección, consistente en el envío de una comunicación al señor BUSTAMANTE MARÍN, pero como no se obtuvo su comparecencia se procedió a realizar la notificación mediante edicto, que permaneció fijado entre el doce (12) y el veinticinco (25) de mayo. Si se tiene en cuenta que el último día fue un jueves, los términos de ejecutoria una vez desfijado el edicto, corresponden a los días viernes veintiséis (26), martes treinta (30) -el lunes 29 fue festivo- y miércoles treinta y uno (31) de mayo de este año. Por manera, que cuando se presentó la solicitud de revocatoria directa del Decreto 334 del tres (3) de mayo, precisamente el día treinta y uno (31) de mayo, todavía había posibilidad de oponerse por vía gubernativa a tal determinación. Así lo entendió la entidad accionada, tal como se desprende de la contestación suministrada al descorrer el traslado de la demanda, cuando afirma: “… el Decreto 334 del 3 de mayo de 2006, fue notificado y dentro del término legal, el señor Bustamante Marín manifestó su inconformidad, independientemente del nombre que le haya dado al mismo, llámese Revocatoria Directa, o Recurso de Reposición...”

Significa todo lo anterior, que el accionante dentro del término de ejecutoria tuvo conocimiento de la decisión que lo afectaba de manera negativa, y sin embargo escogió una vía de ataque diferente a recurrir la decisión, que era el recurso que se había anunciado como procedente frente al acto administrativo proferido. Tal vez de allí se desprenda el erróneo entendimiento de la Gobernación, cuando creyó que en lugar de la solicitud de revocatoria directa se trataba de la interposición de un recurso ordinario, razón por la cual una vez interpuesta la acción de tutela, produjo el Decreto 517 del once (11) de julio, mediante el cual desató el recurso de reposición no interpuesto.
No se puede olvidar que si bien es cierto, es presupuesto de una debida publicidad de las decisiones, que las mismas se notifiquen de manera personal, esta forma de notificación principal no es la única prevista en nuestro ordenamiento legal y por tanto, también se ha consagrado la notificación accesoria o ficta del edicto, que busca suplir la falta de aquélla. Desde ese punto de vista, es innegable que el acto administrativo objeto de debate fue notificado en debida forma, por cuanto dentro del término de su ejecutoria, el señor BUSTAMANTE MARÍN tuvo conocimiento de su contenido, al punto que solicitó la revocatoria directa del mismo.

Aclarado lo anterior, es preciso referirnos al otro aspecto tocado en la impugnación, sobre el cual debe decirse que no puede ser la acción de tutela el medio adecuado para resolver lo atinente con la falsa motivación que en decir del actor se presentó en el Decreto que lo declaró vacante como miembro del Consejo Departamental de Planeación, porque es situación que requiere de un especial debate probatorio no factible de realizar en este breve trámite. Máxime cuando la inconformidad se refiere a temas tan complejos como la composición del citado Consejo, el quorum exigido para deliberar y decidir, lo mismo que la facultad que se tenía para reformar el Reglamento Interno de ese órgano asesor, tópicos que deben ser dilucidados por el Juez Natural, no otro que el Contencioso Administrativo, en caso que el actor persista en su intención de atacar la decisión contraria a sus intereses y todas las circunstancias que rodearon su producción.

Es por tanto, también, la existencia de otro mecanismo de defensa judicial lo que impide que el Juez Constitucional aborde lo relacionado con la solución del caso planteado por el accionante.

Finalmente, en lo que hace con el agravio injustificado al que alude el señor LUIS GONZAGA, vale la pena decir que cualquier afectación sobre la forma en que la comunidad en la que se desenvuelve lo percibe, originada por la declaratoria de vacancia de que ha sido objeto, es asunto que por el momento está indeterminado y depende de múltiples factores (las relaciones con el actor, la percepción previa que de él se tenga, la manera como aborda sus derechos y responsabilidades, etc.); en consecuencia, se encuentra dentro del campo de las expectativas, sin que sea posible determinar a la hora de ahora el grado de incidencia que la actuación administrativa haya podido tener sobre tal aspecto. Menos aún, es posible que se pueda garantizar un derecho “en abstracto” como lo pretende el accionante.
Corolario, al no evidenciarse vulneración del derecho fundamental al debido proceso, razón de ser de la impugnación, mas si al derecho de petición en los términos anunciados por el a quo, lo procedente será confirmar el fallo impugnado.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





       Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





       Secretaria 
� Cfr. fl. 11
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